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			PRESENTACIÓN

			Un año más, el Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Granada presenta unos materiales docentes, revisados y puestos al día, concebidos para ayudar a nuestro alumnado a preparar con solvencia, en este volumen 2, los aspectos fundamentales del temario que tradicionalmente integra la llamada Parte Especial del Derecho Administrativo.

			Estamos ante una obra de carácter básico (no pretendemos desbancar los asentados Manuales y Tratados de nuestra disciplina), en línea con las directrices formativas y metodológicas que postula el Espacio Europeo de Educación Superior, que, con su contenido y sistemática, marca cuáles son los mínimos a exigir a todo el estudiantado que curse esta materia (sea en Derecho y sus dobles grados, que en otras titulaciones afines como Ciencias Políticas, Relaciones Laborales o Trabajo Social).

			Estos materiales coadyuvan, además, al objetivo departamental de un sistema de examen único (guiado por los principios de igualdad, mérito y capacidad), que permita constatar que todo estudiante de Derecho Administrativo en la Universidad de Granada ha superado los conocimientos mínimos exigibles en esta materia.

			A mayor abundamiento, presentamos un texto vivo, en permanente adaptación a la realidad que viene a sistematizar, que, más allá del lógico proceso de actualización a las modificaciones normativas propias de un Derecho motorizado (en particular, aquí, en lo que atañe al régimen sancionador, la responsabilidad patrimonial o la ratificación de medidas sanitarias limitativas de derechos fundamentales en el marco de la lucha contra el COVID-19, a los nuevos instrumentos comunitarios de financiación Next Generation, a la expropiación temporal del uso de viviendas de grandes tenedores o al litigio en torno al Pazo de Meirás), año tras año se ha depurado con fines didácticos, conjugando claridad, rigor y síntesis (conscientes del escaso tiempo real del que se dispone en el aula para la exposición de los temas que conforman el programa de nuestra asignatura troncal de Parte Especial).

			Para dar respuesta a las exigencias inherentes a los nuevos Grados, apostamos de forma decidida por guiar el trabajo autónomo de nuestros estudiantes (el aprendizaje activo que propugna el Plan Bolonia), remitiendo a los oportunos textos legales, jurisprudenciales y doctrinales, así como, con miras a facilitar la comprensión y estudio de esta materia, brindando un amplio número de actividades complementarias que responden a las exigencias de la aplicación práctica del Derecho Administrativo y que buscan descubrir a nuestro alumnado el discreto encanto (Blanquer) de esta rama del Derecho que nos acompaña desde la cuna hasta la tumba.

			F. M. BOMBILLAR SÁENZ

			En Granada, a 1 de junio de 2023

		

	
		
			LECCIÓN 8

			RECURSOS, REVISIÓN Y CONTROL DE LOS ACTOS Y DISPOSICIONES EN VÍA ADMINISTRATIVA

			ASENSIO NAVARRO ORTEGA

			Profesor del Departamento de Derecho Administrativo

			Universidad de Granada

			I. PALABRAS CLAVE

			Revisión de actos en vía administrativa. Recursos administrativos. Reclamaciones previas. Revisión de oficio. Acción de nulidad. Declaración de lesividad. Revocación. Rectificación de errores. Medios alternativos de resolución de conflictos.

			II. OBJETIVOS

			a) Conocer los mecanismos de control de la actividad administrativa. Tanto los que ejercita la propia Administración Pública, como aquellos que pone a disposición de los interesados.

			b) Identificar el tipo de recurso administrativo que procede en cada caso en función del acto administrativo que se ha dictado.

			c) Conocer el régimen de control del acto administrativo, así como el estado actual y la evolución de esta materia.

			III. CONTENIDO DOCENTE

			1. LA REVISIÓN DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA: LOS MEDIOS Y FACULTADES DE CONTROL

			Nuestro Ordenamiento jurídico permite revisar los actos administrativos a través de procedimientos que cuentan con un régimen jurídico singular (en lo que a los plazos y a la titularidad del ejercicio de la acción se refiere). El Título V de la Ley 39/2015, de 1 de octubre (en adelante, LPAC), artículos 106 a 126, se ocupa de la revisión de los actos en vía administrativa diferenciando según se produzca la misma, de oficio, como consecuencia de la tramitación de un procedimiento que impulsa la Administración (arts. 106 a 111); o como resultado de la interposición de un recurso administrativo a cuenta de un interesado (arts. 112 a 126). En ambos casos, la finalidad que se persigue es la de depurar los actos y disposiciones que la Administración ha dictado o publicado y que infringen, en diferente grado, el Ordenamiento jurídico.

			
				
					
				
				
					
							
							Tipología de actos administrativos (repaso)

						
					

					
							
							Actos definitivos y actos de trámite

						
					

					
							
							Actos favorables y actos de gravamen

						
					

					
							
							Actos reglados y actos discrecionales

						
					

					
							
							Actos expresos, tácitos y presuntos

						
					

					
							
							Actos que agotan la vía administrativa y actos que no agotan la vía administrativa

						
					

					
							
							Actos firmes y actos impugnables

						
					

					
							
							Actos definitivos y provisionales

						
					

					
							
							Actos políticos o de gobierno

						
					

				
			

			El sistema de garantías que articula la revisión de los actos administrativos pretende depurar las disfunciones, ineficiencias y actuaciones erróneas, que pueden dañar el interés general y de los ciudadanos. Existe una amplia variedad de controles internos y externos que se pueden ejercer frente a la Administración. Nos centramos ahora en una modalidad específica de control interno de la actividad administrativa formalizada, conformada por los diferentes instrumentos y vías de revisión de los actos administrativos.

			2. LAS VÍAS DE CONTROL DEL ACTO ADMINISTRATIVO: ESQUEMA GENERAL

			El Título V de la LPAC, bajo la rúbrica «de la revisión de los actos en vía administrativa» dispone las vías de control del acto administrativo. De este lado, el Capítulo I, regula la revisión de oficio por parte de la Administración Pública, mientras que el Capítulo II, dividido en cuatro secciones, normativiza los principios y disposiciones generales que rigen la materia de recursos administrativos, así como el recurso extraordinario de revisión (Sección 1.ª); el recurso de alzada (Sección 2.ª); el recurso potestativo de reposición (Sección 3.ª); y el recurso extraordinario de revisión (Sección 4.ª).

			De este modo, el esquema básico de control de los actos administrativos queda configurado de la siguiente forma:

			A) Control a instancia del interesado

			1) Recursos administrativos:

			i) Ordinarios:

			• De alzada (arts. 121 y 122 LPAC).

			• Potestativo de reposición (arts. 123 y 124 LPAC).

			ii) Especiales:

			• Recurso de reposición (arts. 137.3 y 108 LBRL), conforme a la modalidad de los artículos 222 y siguientes. LGT; o, bien, conforme a la modalidad del artículo 14 LRHL.

			• Reclamación económico-administrativa (arts. 137 LBRL y 226 ss. LGT).

			iii) Extraordinarios:

			• Recurso administrativo extraordinario de revisión (arts. 125 y 126).

			• Procedimientos para instar la revisión en vía administrativa.

			2) Otros mecanismos de control:

			i) Procedimientos de impugnación o reclamación regulados en sustitución de recursos ordinarios en ámbitos sectoriales específicos, como el recurso especial en materia de contratación (arts. 40 ss. TRLCSP) o la reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (art. 23 LTBG).

			ii) Artículo 106.1 LPAC– acción de nulidad.

			iii) Artículo 109.2 LPAC– solicitud de rectificación de errores.

			B) Control a instancia de la Administración

			— Revisión de disposiciones y actos nulos (art. 106 LPAC).

			— Declaración de lesividad de actos anulables (art. 107 LPAC).

			— Revocación de actos (art. 109.1 LPAC).

			— Rectificación de errores (art. 109.2 LPAC).

			C) Procedimientos alternativos para la resolución de conflictos: conciliación, mediación y arbitraje (art. 112 LPAC)

			Huelga decir que estas formas de control de los actos administrativos son distintas de los controles judiciales que realizan los jueces y tribunales en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, que estudiaremos en la próxima Lección; o de los controles externos especializados que realizan órganos como el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Tribunal de Defensa de la Competencia u otras instituciones análogas.

			Para una correcta comprensión de las formas de revisión de la actividad administrativa es preciso repasar las diferencias entre actos resolutorios y de trámite, actos que ponen y que no ponen fin a la vía administrativa, actos firmes y no firmes, etc. Esta cuestión ha sido estudiada en la Lección 6 del Libro I de la Asignatura, por lo que nos remitimos íntegramente a su estudio recordando, simplemente, las cuestiones que inciden de forma más directa en la explicación de esta materia.
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			3. LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. CONCEPTO, EVOLUCIÓN Y FUNCIONALIDAD

			Los recursos administrativos son una modalidad específica de control interno de la actividad administrativa y un medio de impugnación frente a las decisiones que una Administración adopta y somete a Derecho administrativo (acto administrativo). Son ejercitados por el interesado ante la Administración por motivos de legalidad, y se tramitan y resuelven por la propia Administración. Cabe distinguir, no obstante, a los recursos administrativos de otras actuaciones que el administrado realiza, como son las denuncias, las reclamaciones de responsabilidad patrimonial, las solicitudes de revisión, revocación o rectificación, las peticiones del artículo 29 CE, las quejas y reclamaciones o, finalmente, los procedimientos para la revisión (modificación o anulación) de un acto administrativo previo. La interposición del recurso da lugar a un procedimiento distinto e independiente del que se sigue en la elaboración del acto administrativo y en estas otras cuestiones. Se trata de un medio de impugnación y, en cuanto tal, se diferencia de aquellas otras actuaciones que se dirigen a la Administración pero que no persiguen la anulación del acto administrativo por ser contrario a derecho. El ciudadano que presenta una petición, una queja, una reclamación o una denuncia no persigue la anulación del acto administrativo, sino que la Administración realice una actuación ex novo, aunque implique adoptar una decisión que revisa el criterio previamente seguido.

			El origen de los recursos administrativos se remonta a los albores del Derecho administrativo, cuando se instituyen como una forma de frenar los abusos de poder. Dichos recursos estaban basados en el carácter jerárquico de las decisiones, según el cual el órgano superior podía revisar la actuación del órgano del que emanaba el acto administrativo. Con la creación de una jurisdicción contenciosa especializada, la interposición del recurso administrativo previo al proceso contencioso se convierte en un instrumento para garantizar la autoridad de la Administración, pues se le ofrecía a ésta la posibilidad de enmendar su decisión antes de que se produjera el pronunciamiento judicial, agotando la vía gubernativa.
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			Hoy en día, los recursos administrativos se articulan como mecanismos gratuitos (no siempre) de control y garantía para el ciudadano. En ciertos casos, como sucede con el recurso de alzada, siguen constituyendo un privilegio a favor de la Administración, pues se obliga a interponer este recurso antes de acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa. En cualquier caso, es preciso notar, los recursos administrativos no son una primera instancia judicial; es la Administración la que revisa sus propios actos.

			En efecto, la decisión a adoptar frente a un recurso administrativo recae en la propia Administración autora del acto impugnado (salvo en el caso excepcional de las alzadas impropias contra actos de entidades autónomas sujetas a tutela o control de una Administración matriz, que luego veremos). Ello plantea no pocos problemas relacionados con la efectividad y practicidad de estos recursos, dado que la Administración se convierte en juez y parte al resolver de manera unilateral la controversia. Esta circunstancia se evidencia con claridad si atendemos al escaso porcentaje de recursos administrativos que se estiman hoy en día, por lo que cabe plantearse su importancia real e idoneidad. Dichos recursos, incluso, son vistos, por un sector especializado, como una garantía débil que no cumple su cometido debido a los escasos medios de gestión con los que cuenta la Administración, y por la predisposición casera que se le presume a ésta para juzgar o proceder con rectitud sobre la resolución controvertida, lo que obliga a revisar en profundidad su estructura y arquitectura procedimental (Cierco Seira).

			Independientemente de estas consideraciones, y las soluciones doctrinales que se han venido sugiriendo (como atribuir carácter facultativo al recurso de alzada o sustituir determinados recursos por instrumentos alternativos de resolución de conflictos) el sistema de recursos administrativos en España se caracteriza por la defensa de los intereses de los administrados y por el respeto a principios y valores esenciales de nuestro Ordenamiento, como el de respeto a la tutela judicial efectiva, defensa y contradicción (con sus derivaciones procedimentales), antiformalismo, flexibilidad, agilidad y gratuidad, que rigen en su funcionamiento; junto a ellos, aparecen nuevos contenidos y formas de instrumentación, como es el caso de los recursos administrativos especiales, que, con pujanza, vienen creando nuevas instancias especializadas dotadas de independencia y autonomía funcional que complementan a los tradicionales órganos activos de resolución.

			La LPAC introduce tres novedades en materia de recursos con respecto al contenido establecido en la anterior Ley 30/1992: en primer lugar, suprime el plazo de caducidad de tres meses para recurrir en alzada y reposición contra las resoluciones dictadas por silencio administrativo, siguiendo el criterio previamente establecido por la jurisprudencia constitucional (entre otras, las SSTC 52/2014, 37/2012, 93/2012 y 98/2012). En segundo lugar, introduce la posibilidad de que, cuando una Administración deba resolver una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto administrativo y se hubiera interpuesto un recurso judicial contra una resolución administrativa o contra el correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo pueda acordar la suspensión del plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial (art. 120 LPAC). En tercer lugar, la LPAC suprime las reclamaciones previas en la vía civil y laboral, basándose en la escasa utilidad que las mismas habían tenido en la práctica.

			El Capítulo II del Título V de la LPAC regula los recursos ordinarios de alzada y reposición, así como el recurso extraordinario de revisión. Se denominan recursos ordinarios a los dos primeros porque, además de ser los más comunes, pueden interponerse contra cualquier acto administrativo, salvo excepción legal, y pueden basarse en cualquier motivo tasado de nulidad o anulabilidad (arts. 47 y 48 LPAC).
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							Actos contrarios al ordenamiento que otorgan facultades o derechos sin concurrir requisitos.

							Otros casos previstos en Leyes.
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			A) Los recurrentes

			Los recursos administrativos son interpuestos por uno o varios interesados (recurrentes) ante la Administración que dictó el acto, contra dicho acto administrativo. Las reglas de legitimación para interponer estos recursos son las que recoge el Capítulo I del Título I de la LPAC, así como las que establece supletoriamente la LJCA. Al tratarse de recursos previos a la jurisdicción contencioso-administrativa, las reglas de legitimación para su interposición deben integrarse con las establecidas en la Ley 29/1988, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa.

			B) El objeto del recurso: los actos impugnables, y las resoluciones y los actos de trámite cualificados

			El recurso administrativo se dirige contra actos administrativos, pero no contra disposiciones administrativas de carácter general, siendo únicamente impugnables los actos resolutorios y/o los actos de trámite cualificados (art. 112.1 LPAC). Los actos definitivos impugnables son aquellos que se producen por resolución administrativa (actos expresos) o por silencio administrativo (actos presuntos). En cuanto a los actos de trámite cualificados, son aquellos que reúnen alguna de las siguientes condiciones: a) deciden directa o indirectamente sobre el fondo del asunto; b) determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento (ej. el archivo de actuaciones); c) causan indefensión; y/o, d) producen perjuicios irreparables a derechos e intereses legítimos. La oposición a los restantes actos de trámite (simples o no cualificados), que no ponen fin al procedimiento administrativo, podrá realizarse por los interesados de forma concentrada con la resolución que ponga fin al procedimiento o alegarse para su consideración, como sucede, por ejemplo, con los informes o dictámenes; las contestaciones a consultas de particulares; los actos meramente informativos; las declaraciones de conocimiento, como pueden ser las certificaciones; o las declaraciones de deseo, como son las propuestas de resolución. Pero, únicamente pueden ser objeto de recurso administrativo, los actos resolutorios y los actos de trámite cualificados.
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							Son los que preparan y hacen posible la decisión. Pueden ser simples o cualificados. La diferencia es que los actos de trámite cualificados sí se pueden recurrir autonómamente. Estos actos de trámite cualificados son aquellos que, aunque no ponen fin al procedimiento, deciden el fondo del asunto, o determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento.
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			Según se puedan impugnar o no, los actos administrativos pueden ser:

			a) Firmes (o inimpugnables): no pueden ser objeto de recurso alguno, por haber sido consentidos por el interesado (esto es, no se recurren en tiempo y forma) o por no tener las condiciones para ser impugnados.

			b) No firmes (o impugnables): son aquellos que, dado su carácter revocable, pueden ser recurridos en vía administrativa.

			Por otro lado, los actos administrativos pueden poner fin, o no, a la vía administrativa. Los actos administrativos que agotan la vía administrativa son recurribles mediante recurso de revisión o de reposición, o directamente en vía jurisdiccional. Cuando los actos administrativos no agotan la vía administrativa, la interposición del recurso irá dirigida frente al superior jerárquico, según la estructura y composición del órgano correspondiente [arts. 114 LPAC, 52.2.b) y 137.2 LBRL, y resto de normativa autonómica].

			Se colige así una condición relevante: no todos los actos administrativos resolutorios «ponen fin a la vía administrativa». El carácter resolutorio determina la posibilidad o no de interponer el recurso administrativo; mientras que el hecho de que ponga o no ponga fin a la vía administrativa determina el órgano ante el que se deberá interponer dicho recurso. En consecuencia, el recurso de reposición se interpone frente a los actos que agotan la vía administrativa, mientras que el recurso de alzada se interpone frente a actos que no agotan la vía administrativa.

			En el caso de los actos firmes, se podrá interponer (cuando proceda) recurso extraordinario de revisión, como luego veremos.

			C) Principios y reglas que rigen en la interposición del recurso administrativo

			El artículo 115 LPAC regula los requisitos para la interposición del recurso administrativo, recogiendo la información esencial que debe incluir dicho recurso (apdo. 1). Del contenido de este precepto y de la interpretación jurisprudencial efectuada del mismo, se impone el respeto por parte de los poderes públicos a los siguientes principios:

			— Principio de libertad de forma de interposición del recurso o principio antiformalista del procedimiento administrativo (art. 115.2 LPAC). Según este principio, la Administración debe tramitar cualquier escrito que se le dirija y consista objetivamente en la impugnación de un acto administrativo por razones de legalidad, independientemente de que el interesado no haya formulado de forma precisa dicha pretensión. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter (art. 115.2 LPAC), debiéndose indicar en toda notificación los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos (art. 40.2 LPAC). La libertad de forma dota de flexibilidad al recurso y permite, de entrada, la posibilidad de que el escrito siga la plantilla que cada interesado tenga a bien, sin una estructura o forma determinadas, más allá de los contenidos básicos que se exigen.

			— Principio «nemo auditur propiam turpitudinem allegans» o que nadie podrá alegar torpeza contra sus propios actos (art. 115.3 LPAC). Así como otros principios que se desprenden de este artículo, como el de celeridad, economía y oficialidad; el de carácter preclusivo de los plazos o caducidad; la obligación del recurrente de basar sus pretensiones en los motivos de impugnación para cada recurso; el principio general de defensa y contradicción, etc.

			— Otros principios inciden de forma tangencial en la presentación del recurso, debiendo facilitar la Administración su presentación en cualquiera de los lugares previstos (art. 16.4 LPAC), respetando el elenco de principios que rigen en materia de Administración electrónica (como los de celeridad y accesibilidad), así como estableciendo determinadas limitaciones que se puedan derivar, por ejemplo, de la utilización de la firma electrónica en los procedimientos para la interposición de recursos (art. 11.2 LPAC).

			El artículo 116 LPAC, por su parte, establece unas causas de inadmisión del recurso. Dichas causas, son: a) la incompetencia de la Administración ante la que se presenta el recurso; si se presentara ante un órgano incompetente de la Administración que tiene la obligación de resolver el recurso, aquél debe remitir el recurso al órgano competente; b) falta de legitimación del recurrente; c) que el acto impugnado no sea susceptible de recurso; d) extemporaneidad; e) carencia manifiesta de fundamento. Lo que sucede es que no hay un trámite de inadmisión del recurso como tal, por lo que dichas causas, de concurrir, habrán de indicarse en la resolución del mismo (art. 119.1 LPAC). La enumeración cerrada de estas causas de inadmisión en la LPAC otorga seguridad jurídica.

			El recurso debe fundarse en los motivos de nulidad o anulabilidad del acto administrativo, previstos en los artículos 47 y 48 LPAC, como estipula el artículo 112.1 LPAC. Los vicios y defectos que hagan anulable el acto impugnado, a diferencia de lo que sucede con los nulos de pleno derecho, no pueden ser alegados por quienes los hubieran causado (art. 115.3 LPAC).

			D) Efectos de la interposición del recurso administrativo

			La interposición del recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado (art. 117.1 LPAC) si bien impedirá que el mismo adquiera firmeza. La regla de la no suspensión rige, por ejemplo, en la privación de fuerza ejecutiva de las sanciones administrativas mientras no sean firmes en vía administrativa.

			A pesar de lo que acabamos de señalar, el órgano al que compete resolver el recurso puede acordar la suspensión, ya sea de oficio, o a solicitud del interesado, cuando se puedan originar perjuicios de imposible o difícil reparación, o cuando el recurso venga fundamentado en una causa de nulidad de pleno derecho. En estos casos, el órgano a competente para resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado (art. 117.2).

			El acuerdo de suspensión debe establecerse de forma motivada, en razón de los perjuicios que podría causar la decisión, en un sentido u otro, al interés público, a terceros, o al recurrente. Esta decisión debe respetar el criterio rector de periculum in mora, según el cual, se estaría constatando que la ejecución del acto administrativo objeto de impugnación podría tener una incidencia lesiva sobre los intereses o derechos a proteger del recurrente de tal entidad o naturaleza que, en el supuesto de que la impugnación finalmente tuviera éxito, el resultado obtenido sería insuficiente para reparar de manera satisfactoria la lesión producida (STS de 22 de junio de 2004).

			Cuando la suspensión haya sido solicitada por el recurrente, se entenderá estimada si no se ha resuelto (y ha sido notificada, STS de 5 de mayo de 2005) de manera expresa en el plazo de un mes desde que la solicitud de suspensión hubiera tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para decidir sobre la misma (art. 117.3 LPAC). En este caso, no resulta aplicable la regla general del artículo 24.1 LPAC, siendo el silencio administrativo estimatorio.

			Al dictar el acuerdo de suspensión, se podrán adoptar las medidas cautelares que sean necesarias para asegurar la protección del interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado. Por su parte, la suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa cuando, habiéndolo solicitado el interesado, exista medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-administrativo solicitando la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud (art. 117.4 LPAC).

			Por último, cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas, la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que aquél se insertó (art. 117.5 LPAC).

			E) Formas procedimentales

			Una vez interpuesto el recurso, el órgano encargado de tramitarlo realizará las actuaciones pertinentes y solicitará, cuando proceda, los informes que considere oportunos. Como regla general, no hay trámite de audiencia, salvo cuando:

			a) Hayan de tenerse en cuenta para la resolución nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario (art. 118.1 LPAC). En este caso, los hechos nuevos o documentos se tienen que poner de manifiesto a los interesados que contarán con un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, para formular las alegaciones y presentar los documentos y justificantes que estimen procedentes. No se pueden aportar por el recurrente, en esta fase, hechos, documentos, alegaciones, o solicitar la práctica de pruebas, cuando habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá solicitarse la práctica de pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución recurrida fuera imputable al interesado (art. 118.2 LPAC). El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos, ni tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la resolución impugnada (art. 118.3 LPAC).

			b) Hubiera otros interesados, además de los recurrentes, se les dará traslado del recurso para que aleguen en el plazo antes citado, cuando estimen procedente (art. 118.2 LPAC). Se trata de personas cuyos derechos o intereses legítimos puedan quedar afectados por la resolución que se adopte y puedan ser conocidos por la Administración, en virtud del propio expediente o por otros medios (art. 118.2 LPAC), o cuando el órgano que tiene que resolver aprecie causas relevantes que no hayan sido alegadas por el recurrente (art. 119.3 LPAC).

			Al igual que sucede en el procedimiento general, el trámite de audiencia, cuando procede, tiene carácter esencial, por lo que su ausencia produce indefensión y vicia el procedimiento.

			F) Resolución del recurso administrativo y causas de finalización del procedimiento

			La resolución conlleva la finalización del recurso. Debe ser motivada y puede estimar las pretensiones del recurso en todo o en parte, desestimar las pretensiones, o declarar su inadmisión cuando el recurso adolece de una de las causas esenciales o no subsanables previstas en el artículo 116 LPAC, previamente señaladas.

			Asimismo, es posible que se produzca la finalización del procedimiento de recurso por desistimiento o renuncia, o por la imposibilidad material de continuarlo en los términos establecidos en el artículo 84 LPAC, pudiendo también terminar por caducidad cuando no se subsanan los defectos eventuales que se derivan de su interposición.

			Cuando exista vicio de forma en el acto impugnado y no se estime procedente resolver sobre el fondo del asunto, se ordenará la retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente pueda acordarse la convalidación de actuaciones por el órgano competente para ello, conforme al artículo 52 LPAC. Por último, la resolución debe decidir cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados. En caso de no haber sido alegadas por la parte interesada habrá que darle audiencia. Ahora bien, debe ser congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que pueda agravar su situación inicial, prohibiéndose la reformatio in peius (art. 119.3, in fine, LPAC).

			El procedimiento de recurso puede finalizar también por desestimiento o renuncia, o por la imposibilidad material de continuarlo, conforme a lo establecido en el artículo 94 LPAC. Se podría producir también por caducidad, si no se subsanan los eventuales defectos de los que pueda adolecer su interposición.

			4. LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS ORDINARIOS

			A) El recurso de alzada

			a) Objeto y formas

			El recurso de alzada puede interponerse contra las resoluciones y actos de trámite del artículo 112.1 LPAC que no pongan fin a la vía administrativa (ex art. 121 LPAC). Estas resoluciones y actos de trámite cualificados normalmente son dictados por órganos inferiores de una Administración, organismo público o entidad determinada. Mediante el recurso de alzada, dichos actos son recurridos ante el superior jerárquico del órgano que los dictó.

			En el ámbito de las relaciones instrumentales entre los entes institucionales y las Administraciones matrices, aunque no existe una relación de jerarquía propiamente dicha, dicho recurso, frente a los actos que aquéllos dicten, se interpondrá según haya sido previsto en los Estatutos. Es lo que se conoce como alzada impropia. Su peculiaridad reside en que dicho recurso se interpone y resuelve ante y por una Administración distinta de la que dictó el acto recurrido, inscribiéndose dentro, ya no de una relación jerárquica, sino de tutela, ofreciéndose la posibilidad de que el órgano tutelante pueda revisar las decisiones del órgano tutelado. Ejemplos frecuentes son los actos dictados por entidades públicas dependientes o vinculadas a una Administración Pública territorial, como es el caso de los organismos autónomos y las entidades públicas empresariales.

			b) Naturaleza jurídica

			El recurso de alzada, en primer lugar, tiene carácter jerárquico, pues su resolución agota la vía administrativa. En segundo lugar, tiene carácter preceptivo, al actuar como condición necesaria para interponer recurso frente a la jurisdicción contencioso-administrativa, si bien dicho recurso tendrá carácter potestativo en relación al recurso contencioso-administrativo especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona, contemplado en el artículo 115 LJCA.

			c) Órganos ante los que se interpone

			El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el órgano competente para resolverlo (esto es, el superior jerárquico) para que lo resuelva (art. 121.2 LPAC). Cuando el recurso se presenta ante el órgano que dictó el acto que se impugna, éste lo remitirá al órgano competente para resolverlo en el plazo de diez días, con su informe y una copia completa y ordenada del expediente.

			En determinados supuestos, la interposición del recurso al órgano correspondiente puede revestir cierta dificultad, por lo que hay que estar a lo que disponen las reglas específicas: artículo 114 LPAC, artículos 52.2.b) y 137.2 LBRL, así como la propia normativa autonómica en el ámbito de su estructura administrativa. Si el recurso se interpone ante el órgano que dictó el acto impugnado éste deberá remitirlo, en el plazo de diez días, para su resolución, al órgano competente, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable del cumplimiento de esta condición (art. 121.2, in fine).

			Por otro lado, cuando se trata de actos dictados por delegación, las resoluciones con base en dicha delegación, de acuerdo al artículo 9.4 LRJSP, se entienden dictadas por el órgano delegante, por lo que el recurso de alzada se deberá interponer ante el órgano superior jerárquico de éste si existiera. Como también recoge la normativa local al prescribir que son recurribles en alzada ante la Administración delegante los actos dictados por la Administración Local en el ejercicio de funciones delegadas (art. 27.2 LRBRL).

			d) Plazo de interposición

			El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto que se recurre fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos (art. 122 LPAC). Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo, sin que exista un plazo límite para ello, adaptándose la LPAC a la jurisprudencia consolidada sobre esta cuestión.

			e) Plazo y efectos de la resolución

			El plazo para dictar y notificar la resolución es de tres meses (art. 122.2 LPAC). Transcurrido este plazo sin que recaiga dicha resolución, se entenderá desestimado el recurso, salvo en el supuesto del artículo 24.1 LPAC (párrafo tercero). Es decir, cuando se interpone contra un acto presunto de la Administración (desestimación por silencio de una solicitud). En este supuesto, se invierte la regla general y el silencio, por ser doble, se considera positivo, salvo determinadas excepciones contenidas en el artículo 24.1 LPAC: como los casos relativos al ejercicio del derecho de petición, aquellos en los que se transfieren al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, los procedimientos que impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

			La resolución del recurso de alzada pone fin a la vía administrativa y la desestimación presunta permite la impugnación del acto en vía contencioso-administrativa. En caso de no interponerse este recurso en plazo, si se ha dictado resolución expresa desestimatoria del recurso, el acto deviene firme y consentido. Contra la resolución del recurso de alzada no cabe recurso administrativo alguno, salvo recurso extraordinario de revisión, en los casos estipulados del artículo 125.1 LPAC.

			B) El recurso potestativo de reposición

			a) Objeto

			Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa (resoluciones y actos de trámite cualificados) podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo (art. 123.1 LPAC).

			b) Naturaleza jurídica

			A diferencia del recurso de alzada, se trata de un recurso potestativo, cuya interposición previa no supone un requisito o condición necesaria para acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa. Ahora bien, una vez interpuesto el recurso de reposición, hasta que éste sea resuelto expresamente o se produzca la desestimación presunta, no se podrá interponer recurso contencioso-administrativo (art. 123.2 LPAC). La justificación se debe a una razón de economía procesal, para evitar la presentación de recursos jurisdiccionales que puedan resultar innecesarios (teoría de la vinculación a los actos propios).

			c) Órgano ante el que se interpone

			Se interpone ante el mismo órgano que dicta el acto que se recurre (art. 123.1 LPAC), que es el competente para resolverlo.

			d) Plazo de interposición

			El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes desde la notificación o publicación, si el acto que se impugna fuera expreso (art. 124.1 LPAC). Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la interposición del recurso extraordinario de revisión.

			Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día siguiente al de aquel en que se producen los efectos del silencio, de acuerdo con su normativa específica, también sin límite temporal, adaptándose la LPAC a la jurisprudencia consolidada en esta materia.

			e) Plazo y efectos de la resolución

			El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso es de un mes (art. 124.2 LPAC), produciéndose en caso contrario silencio desestimatorio. Contra la resolución que pone fin al recurso de reposición, no podrá interponerse un nuevo recurso, por ser un acto firme en vía administrativa. Solamente cabe interponer recurso extraordinario de revisión, si procede, en los casos que a continuación estudiamos, o bien, como es más común, recurso contencioso-administrativo.

			5. EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN

			A) Objeto

			El recurso extraordinario de revisión es un recurso dirigido a los actos firmes en vía administrativa. Se trata de un recurso, como su nombre indica, extraordinario, de orígenes remotos y utilidad dudosa (Sánchez Morón). Su finalidad es la de corregir una injusticia manifiesta cuando el acto administrativo haya sido dictado por error o dolo. Supone, a su vez, un recurso fundado en motivos tasados, los únicos esgrimibles, ya que el acto que se recurre es firme a todos los efectos. De esta forma, podrá interponerse el recurso extraordinario cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes (art. 125.1 LPAC):

			a) Que al dictar el acto administrativo se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.

			b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida.

			c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.

			d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.

			B) Naturaleza jurídica

			Contra los actos firmes en vía administrativa, el recurso extraordinario de revisión sólo procederá cuando concurra alguna de las circunstancias señaladas en el apartado anterior. Se trata, pues, de un recurso de carácter extraordinario, pero que resulta compatible con el derecho de los interesados a formular la solicitud y la instancia a que se refieren los artículos 106 y 109.2 LPAC. Respecto al primer supuesto de los arriba mencionados, letra a), sería también posible solicitar a la Administración que rectifique el error padecido, en los términos previstos en el artículo 109.2 LPAC. Respecto a los dos últimos supuestos, se podría invocar la nulidad de pleno derecho del acto, por haberse dictado como consecuencia de una infracción penal, por lo que podría usarse la revisión de las disposiciones y actos nulos para reparar dicha ilegalidad, en su caso, a instancia del interesado, sin que además esté sujeto a límites temporales.

			C) Órgano ante el que se interpone

			El recurso se interpone ante el órgano administrativo que dictó el acto, que también será el competente para su resolución (art. 125.1 LPAC). Si se interpuso recurso de alzada, el que resolvió dicho recurso. Para la resolución de este recurso es preceptivo, aunque no vinculante, el informe del Consejo de Estado o del órgano consultivo en la Comunidad Autónoma. No obstante, el órgano competente puede acordar motivadamente la inadmisión a trámite del recurso sin necesidad de recabar dicho Dictamen cuando concurra alguna de las causas previstas en el artículo 116 LPAC o se hubiesen desestimado otros recursos dirigidos al mismo fondo.

			D) Plazo de interposición

			Este recurso puede interponerse en el plazo máximo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada cuando se trata de la causa primera (error de hecho). Para el resto de causas, el plazo será de tres meses a contar desde el momento en el que se tiene conocimiento de los documentos o desde que la sentencia judicial deviene firme.

			E) Plazo y efectos de la resolución

			El plazo para resolver el recurso es de tres meses, transcurridos los cuales sin haberse dictado y notificado la resolución se entenderá desestimado. Contra la desestimación expresa o presunta cabe interponer recurso contencioso-administrativo, pero basándose únicamente en los motivos tasados del recurso extraordinario de revisión. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión debe pronunciarse no solo sobre la procedencia del recurso, sino, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido.

			6. LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS ESPECIALES. EN ESPECIAL, LOS RECURSOS EN MATERIA TRIBUTARIA

			Contra la uniformidad, un tanto exagerada, de nuestro sistema de recursos, el artículo 112.2 LPAC ofrece la posibilidad de crear, a través de leyes sectoriales, o mediante normas estatales y autonómicas, cuando la especificidad de la materia lo justifique, otro tipo de recursos cuya resolución recaiga en órganos colegiados que cuenten con autonomía funcional. De este modo, nos encontramos con recursos especiales muy variados en ámbitos sectoriales estratégicos, como el recurso especial en materia de contratación pública, la reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, las vías alternativas de recurso para la protección de la unidad del mercado o las experiencias, siempre complejas, en el ámbito de la tributación. En todos estos casos, se crean organismos dotados de independencia funcional y un alto grado de especialización para resolver las disputas.

			Los recursos especiales, en términos generales, producen resoluciones menos costosas que las de los procedimientos judiciales. Sus pronunciamientos cumplen las garantías de imparcialidad y de especialidad exigibles en materias de alto componente técnico, creando un cuerpo doctrinal de prestigio, con planteamientos originales, a través de órganos dotados de independencia funcional y de un alto grado de especialización técnica, que crean soluciones imaginativas en las materias que exploran. Una de las funciones de los recursos especiales es, además, la de servir de instrumento de resolución de conflictos previo a la vía judicial.

			Pues bien, entre las novedades de la LPAC en materia de procedimiento administrativo, como hemos adelantado, está la supresión de la reclamación previa a la vía judicial civil y laboral. Dichas reclamaciones «en vía administrativa» debían interponerse obligatoriamente como requisito previo a iniciar un proceso judicial civil o social cuando la parte demandada fuese un ente administrativo que hubiera actuado fuera del ámbito de las prerrogativas del Derecho administrativo, e imponían en la práctica serias consecuencias legales, más allá de su dudosa utilidad (arts. 120 y 121 LRJPAC). Nos estamos refiriendo, lógicamente, a los supuestos en los que la Administración actúa con sujeción al ordenamiento civil o laboral y, como tal, el control de sus actos lo realizan los Tribunales de la jurisdicción civil o social (art. 2 LJCA). La supresión de estas reclamaciones previas se produce, así, para evitar dilaciones indeseadas en el control de estos actos. De hecho, estas reclamaciones eran percibidas por una parte de la doctrina como un privilegio exorbitante (o un tipo de manifestación de la autotutela administrativa reduplicativa) a favor de la Administración que, incluso, podían producir indefensión, a pesar de que la jurisprudencia había declarado su no obligatoriedad.

			Nos centramos, ahora, en analizar, por su relevancia y trascendencia económica, el sistema de recursos especiales de los actos dictados en materia de gestión tributaria. Los mismos aparecen recogidos en el Título V de la LGT, que articula, por un lado, el criticado, por suprimible, recurso de reposición de los artículos 222 a 225 LGT; y, por el otro, las reclamaciones económico-administrativas (regulado, de forma detallada, en los arts. 226 a 248 LGT). Con un carácter más específico encontramos un tercer recurso que sigue su propio procedimiento: el recurso de reposición de los artículos 14.2 LRHL y 108 LBRL, dirigido contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y restantes ingresos de derecho público de las entidades locales.

			En primer lugar, el recurso de reposición (arts. 222 a 225 LGT) se ejercita contra los actos de la Administración tributaria susceptibles de reclamación económico-administrativa y los actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de tributos e ingresos de Derecho público. Este recurso tiene carácter potestativo, debiéndose interponer, en su caso, con carácter previo a la reclamación económico-administrativa. Una vez el interesado interpone el recurso de reposición no podrá promover la reclamación económico-administrativa hasta que el recurso se haya resuelto de forma expresa o hasta que pueda considerarse desestimado por silencio administrativo. Cuando en el plazo establecido para recurrir se hubieran interpuesto recurso de reposición y reclamación económico-administrativa teniendo ambos como objeto el mismo acto, se tramitará el presentado en primer lugar y se declarará inadmisible el segundo.

			El plazo para la interposición de este recurso de reposición será de un mes contado a partir del día siguiente al de la notificación del acto recurrible o del siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo. Cuando se trate de deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva, el plazo para la interposición se computará a partir del día siguiente al de finalización del período voluntario de pago.

			Por su parte, la Administración dispone de un mes, desde el día siguiente a la presentación del recurso, para dictar y notificar la resolución, siendo en estos casos negativo el silencio administrativo. Transcurrido este plazo de un mes desde la interposición, el interesado podrá considerar desestimado el recurso al objeto de interponer la procedente reclamación económico-administrativa.

			Contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, tendremos que estar a lo dispuesto en el artículo 14.2 LRHL, el cual dispone un recurso de reposición. El precepto establece que el recurso tiene carácter potestativo para los municipios grandes que contempla el Título X de la LBRL, por contar éstos con un órgano especializado para resolver las reclamaciones económico-administrativas (art. 137.3 LBRL); pero, a su vez, señala que, dicho recurso tiene carácter preceptivo para el resto de municipios de régimen común (art. 108 LBRL), siendo el órgano competente para resolver el recurso el mismo que ha dictado el acto administrativo. Esta razón es la que explica que en estos municipios de régimen común, con menor población, el recurso sí sea obligatorio y los actos comprendidos dentro de esta materia no sean actos que ponen fin a la vía administrativa, hecho que tiene repercusión en relación a los actos sancionadores, tal y como se extrae del artículo 212.3.a) LGT, pues la presentación en tiempo y forma de recurso o reclamación contra la sanción tributaria provoca su suspensión automática sin necesidad de aportar garantías hasta que sea firme en vía administrativa.

			El plazo para la interposición de este recurso de reposición será de un mes contado desde el día siguiente al de la notificación expresa del acto cuya revisión se solicita o al de finalización del período de exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de contribuyentes u obligados al pago. Por su parte, será competente para conocer y resolver el recurso de reposición el órgano de la entidad local que haya dictado el acto administrativo impugnado.

			El recurso será resuelto en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su presentación, salvo si existieran otros interesados distintos al recurrente o se produjera una extensión de la revisión por cuestiones no planteadas por los interesados, en cuyo caso el plazo podrá ser ampliado. Contra la resolución del recurso de reposición los interesados pueden interponer recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la interposición de reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales, en cuyo caso, cuando los actos hayan sido dictados por una entidad local, el presente recurso de reposición será previo a la reclamación económico-administrativa.

			En segundo lugar, encontramos las reclamaciones económico-administrativas, que constituyen la vía administrativa previa y obligada de recurso en materia tributaria cuando se trata de actos de la Administración tributaria estatal o de actos de las Comunidades Autónomas que se refieren a tributos cedidos por el Estado o recargos autonómicos sobre los tributos estatales (art. 226 LGT). Estas reclamaciones económico-administrativas se remontan a la Ley Camacho de 1881 e introducen, como particularidad, una excepción a la regla de no suspensión del acto administrativo sancionador en materia tributaria (art. 224 LGT), pues dicha suspensión se produce automáticamente a instancia del interesado si se garantiza el importe de dicho acto, más los intereses de demora y recargos correspondientes. Asimismo, las reclamaciones tienen como objeto los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones tributarias (art. 227 LGT).

			Las reclamaciones económico-administrativas tienen carácter preceptivo para acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa. Los órganos competentes para resolver estas reclamaciones son el Tribunal Económico-Administrativo (art. 229 LGT), así como, en su caso, los Tribunales Económico-Administrativos Regionales (TEAR), los Tribunales Económico-Administrativos Locales (TEAL) y la Sala Especial para la Unificación de la Doctrina, existiendo también un Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) para asuntos de mayor cualificación o que se resuelven en segunda instancia. En supuestos concretos y limitados, cabe instar, en la propia vía económico-administrativa, la revisión ordinaria o extraordinaria de decisiones para la unificación de doctrina (sean de alzada o no) o el recurso de revisión. En todo caso, las resoluciones de los Tribunales Económico-Administrativos tienen la naturaleza jurídica de actos administrativos y pueden ser impugnados ante la jurisdicción contencioso-administrativa, aunque se exige agotar previamente esta vía.

			El procedimiento para la interposición de la reclamación económico-administrativa viene, por lo demás, contemplado en los artículos 234 a 240 LGT. Dicha regulación establece un mes de plazo para la interposición del recurso y un año para la resolución del mismo en el procedimiento ordinario, y seis meses en el procedimiento abreviado, surtiendo el silencio administrativo efectos desestimatorios.

			7. REVISIÓN Y REVOCACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

			La declaración de invalidez del acto administrativo se produce mediante la resolución de un recurso administrativo o un pronunciamiento judicial. No obstante, las Administraciones Públicas tienen la potestad de revisar los actos administrativos que con anterioridad han dictado mediante la emisión de un nuevo acto, modificando su contenido, sustituyéndolo por otro o, simplemente, eliminándolo.

			Bajo la denominación «revisión de oficio», la LPAC recoge diferentes supuestos a través de los cuales la Administración puede ejercer dinámicamente sus potestades administrativas; en dicho término, la revisión de oficio constituye una manifestación de la autotutela administrativa que permite a la Administración ir contra sus propios actos cuando son nulos de pleno derecho. Esta posibilidad de regresar sobre los propios actos, aunque sea por razones de legalidad, constituye un privilegio de la Administración con respecto a la posición procesal de los particulares, por cuanto estos últimos estarán obligados a acudir a un tercero, ya sea la propia Administración o los Tribunales, para obtener la revisión de los actos dictados.

			En relación a los procedimientos de revisión de oficio y revocación de los actos administrativos que estudiamos en este apartado, es preciso diferenciar si la desaparición del acto administrativo viene fundada en razones de legalidad o de oportunidad, aun cuando, en muchos casos, esta diferencia no se refleja con total nitidez.

			La revisión de oficio, como institución jurídica, se regula en los artículos 106 a 111 LPAC e incluye varios procedimientos en los que se pone de manifiesto la convivencia de principios esenciales de nuestro Ordenamiento (como el de legalidad, seguridad jurídica o de que nadie puede ir contra sus propios actos) con privilegios propios con los que cuenta la Administración (anulación de sus actos sin necesidad de acudir a los tribunales, o suspensión motu proprio de la eficacia del acto administrativo). De este modo, como a continuación explicamos, la Administración dispone de varias vías para anular un acto dictado por ella misma.

			A) La revisión de disposiciones y actos nulos

			El principio de legalidad obliga a la Administración a reaccionar frente a los actos administrativos que contradicen el Ordenamiento jurídico para ajustarlos a la legalidad vigente. Conforme a esta idea, la revisión de disposiciones y actos nulos es un mecanismo de control interno en el que la propia Administración que dicta un acto administrativo o aprueba una disposición general, declara su nulidad. Se trata de una potestad reglada, y no de una facultad discrecional, que obliga a la Administración a actuar frente a actos nulos de pleno derecho, declarando su nulidad. La revisión de estos actos y disposiciones responde a estrictas razones de legalidad, ya que el acto contraviene la legalidad vigente y produce una merma del principio de seguridad jurídica.

			Los presupuestos bajo los que podrá adoptarse la revisión de oficio de los actos administrativos y disposiciones generales son:

			— Podrá efectuarse respecto a los actos que pongan fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo (actos firmes).

			— Podrá acordarse tanto respecto de actos favorables como de gravamen, exceptuándose así la regla general de irrevocabilidad de los actos favorables en los supuestos de actos nulos de pleno derecho.

			— No está sujeta a plazo y se puede instar en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud del interesado, en cuyo caso se habla de acción de nulidad. Cuando el procedimiento se inicia a instancia de la Administración, se podrá acordar la suspensión del acto administrativo (art. 117 LPAC).

			— Sólo tendrán lugar respecto a los actos nulos de pleno derecho (art. 47.1 LPAC), sin que se mencione expresamente el supuesto de inderogabilidad singular de los reglamentos, a pesar de lo que señala el artículo 37 LPAC. Solo la invocación y posterior acreditación de la concurrencia de estas causas es la que justifica la utilización de este procedimiento. En cualquier momento, pero únicamente de oficio y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo autonómico equivalente, se podrá declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2 LPAC.

			— Es preceptivo el trámite de audiencia del interesado, según la jurisprudencia.

			— Es necesario el previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de las Comunidades Autónomas. Ahora bien, el órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite (o inadmisión ad limine) de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales (art. 106.3 LPAC). La resolución de inadmisión que pone fin al procedimiento de revisión puede ser recurrida en vía contencioso-administrativa y se limitará, en su caso, a instar a la Administración a que tramite este procedimiento.

			El órgano competente para conocer y declarar la nulidad dependerá de la Administración Pública de la que proceda el acto; y, dentro de ésta, del órgano al que corresponda. En el caso de la AGE, es preciso acudir al contenido del artículo 111 LPAC; en el caso de las Comunidades Autónomas, deberá atenderse a lo que dispongan sus respectivas Leyes; y, respecto a los Entes Locales, es competente el Pleno del Ayuntamiento, según los artículos 4.1.g), 53 y 110 LBRL.

			La declaración de nulidad de pleno derecho tiene efectos ex nunc en relación a las consecuencias que hubiera podido producir el acto o la disposición. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados si concurren los requisitos de los artículos 32.2 y 34 LRJSP. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo (art. 106.5 LPAC).

			Finalmente, como ya hemos señalado, el administrado podrá instar la revisión de oficio, en los términos previstos en el artículo 106.1 LPAC, cuando se han dejado pasar los plazos para interponer otro recurso, pudiendo solicitar una indemnización en los casos en que fuera pertinente, conforme al artículo 67 LPAC. El silencio negativo se produce una vez hubieren transcurrido tres meses desde que se instó dicha solicitud.

			B) La declaración de lesividad de los actos anulables de la Administración

			Las Administraciones Públicas pueden impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48 LPAC, previa declaración de lesividad para el interés público (art. 107.1 LPAC). La declaración de lesividad por parte de la Administración es previa a la impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa o la jurisdicción social (art. 151.10 LJS). En estos otros casos, la Administración comparece ante los Tribunales solicitando la invalidez de su propio acto, por lo que no supone una forma de revisión administrativa.

			Los presupuestos en los que se funda la declaración de lesividad de los actos anulables de la Administración vienen recogidos en el artículo 107 LPAC, siendo los actos anulables del artículo 48 LPAC, favorables para el interesado pero lesivos para el interés público.

			La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo (art. 107.2 LPAC) y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo. Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de admisibilidad de la acción en el proceso judicial correspondiente, la declaración de lesividad no será susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros efectos informativos. La motivación hará referencia tanto a las causas que justifican la ilegalidad del acto, como a los motivos de interés general que justifican su desaparición. El plazo para resolver el procedimiento de lesividad es de seis meses desde su iniciación, transcurrido el cual se produce la caducidad del mismo.

			Por último, es preciso señalar que, si el acto proviene de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, la declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia; mientras que, si el acto proviene de las entidades que integran la Administración local, la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad.

			C) La revocación

			Se entiende por revocación la decisión de la Administración de cancelar jurídicamente un acto anterior. Las Administraciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico (art. 109.1 LPAC). La acción de revocación actúa conforme al principio de libre revocación del que dispone la Administración y resulta imprescriptible, salvo cuando afecte a derechos entre particulares (STS de 23 de octubre de 2000).

			La revocación puede operar por motivos de anulabilidad o de oportunidad frente a actos desfavorables o de gravamen. La revocación de los actos favorables por motivos de oportunidad, en rigor, tendría naturaleza expropiatoria, de ahí la excepcionalidad con la que debe ser regulada al margen de las leyes generales de expropiación forzosa siguiendo el procedimiento e indemnizando por el valor del derecho extinguido y de los daños y perjuicios que puedan causar. No obstante, la ausencia de un régimen general de la revocación por motivos de oportunidad ha provocado modalidades atípicas de revocación como la retirada de un título administrativo, concesión o autorización cuando se incumplen las condiciones que permitieron la obtención de los mismos; o, incluso, casos de reservas de revocación discrecionales y sin indemnización en favor de la Administración como sucede, por ejemplo, con las concesiones a precario.

			D) La rectificación de errores

			Finalmente, las Administraciones Públicas podrán rectificar, en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho, o aritméticos existentes en sus actos (art. 109.2 LPAC). Al hablar de errores materiales, nos referimos a aquellos que no implican una nueva calificación jurídica que suponga un cambio fundamental en el sentido del acto (STS de 9 de mayo de 1988).

			La jurisprudencia establece un criterio taxativo para delimitar la rectificación de errores: no puede basarse en juicios o criterios valorativos ni consistir en una operación de calificación jurídica, pues resulta una realidad evidente, palpable, al margen de lo opinable, donde concurren equivocaciones elementales de nombres, fechas, operaciones aritméticas, o transcripciones de documentos. El error debe tener en cuenta exclusivamente los datos del expediente administrativo, debe ser patente y claro, sin necesidad de acudir a interpretaciones de normas jurídicas aplicables. No puede suponer una revisión de oficio de actos administrativos firmes y consentidos, ni producir una alteración fundamental en el sentido del acto, en cuanto creador de derechos subjetivos, produciendo un nuevo acto administrativo sin las debidas garantías (STS de 15 de febrero de 2006). La aplicación de estos criterios restrictivos pretende evitar que la Administración Pública, bajo el pretexto de su potestad rectificatoria de oficio, pueda encubrir una auténtica revisión de oficio.

			E) Límites de la revisión

			Las facultades de revisión establecidas para la revisión de disposiciones y actos nulos, la declaración de lesividad de los actos anulables de la Administración, la revocación y la rectificación de errores, no podrán ser ejercidas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes (art. 110 LPAC).

			8. LAS VÍAS COMPLEMENTARIAS. ARBITRAJE Y MEDIOS ALTERNATIVOS DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS

			Conviene referirse, por último, a otros medios de resolución de conflictos entre la Administración y los ciudadanos recogidos en el artículo 112.2 LPAC; estos son la conciliación, la mediación y el arbitraje. Nuestra legislación administrativa prevé desde hace mucho tiempo la posibilidad de transacción sobre derechos de la Hacienda Pública o relativos al patrimonio público, si bien a través de límites que han demostrado ser muy estrictos, como la exigencia de acuerdo en Consejo de Ministros y audiencia previa del Consejo de Estado en pleno (véase, por ej., el art. 31 LPAP).

			La concepción estricta del principio de legalidad de la actuación administrativa deja escaso margen a la interpretación de soluciones más abiertas o imaginativas que las deducibles de una interpretación rigurosa de las normas. La escasa utilización de las vías alternativas de resolución de conflictos ha venido marcada por la propia posición institucional garantista de la Administración y de las prerrogativas que le son inherentes: la Administración no está obligada a impeler un acuerdo con los particulares o a someter a arbitraje las diferencias de criterio, ya que puede resolver las controversias de forma unilateral, sin perjuicio del derecho de los interesados a recurrir esas decisiones en sede administrativa o judicial. Por consiguiente, estos medios de resolución de conflictos alternativos, que tan buenos resultados ofrecen en el Derecho privado, presentan dificultades de aplicación en el orden administrativo por cuanto pudiera pensarse que los intereses públicos que deben defenderse no deben ser objeto de transacción o negociación alguna.

			No obstante, cada vez se hace más necesario contar con instrumentos que acerquen las decisiones de la Administración a los ciudadanos, como un elemento de transparencia, si se quiere, y que rebajen el colapso de la jurisdicción contencioso-administrativa, que presenta una elevada tasa de litigiosidad frente a escasos medios personales y funcionales para resolver el ingente número de asuntos que son recurridos. De este modo, la dificultad de transaccionar y pactar del Derecho administrativo debe compatibilizarse con soluciones que agilicen la resolución de conflictos y que permitan satisfacer de forma razonable el derecho a una verdadera tutela judicial efectiva.

			Esta idea ha calado con fuerza en otros países de nuestro entorno, como Francia o, con mayor ímpetu, los Estados Unidos de América (tras la aprobación de la Administrative Dispute Resolution Act, de 1990) que han fomentado el recurso ante las agencias federales junto a los mecanismos de conciliación, arbitraje y otros procedimientos similares. Así también se viene produciendo con carácter general en el ámbito de la Unión Europea, donde se han desarrollado nuevas vías de recurso y nuevos procedimientos de resolución negociada de litigios y controversias, especialmente en el seno de las agencias europeas.

			En nuestro país, el artículo 86.1 LPAC establece formas de terminación convencional del procedimiento administrativo, a través de la composición de intereses antes de la adopción de una decisión administrativa y que permiten acordar algún tipo de transacción previa con la ayuda o intervención de un tercero, siempre que se respeten los límites de la legalidad técnica y el interés general. Esta posibilidad, infrautilizada en la práctica, permite a las Administraciones celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de Derecho público como entes de Derecho privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.

			Por su parte, el artículo 112.2 LPAC prevé, con carácter más específico, la sustitución de los recursos de alzada y de reposición por otros procedimientos de control de la actividad administrativa en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, cuando la especificidad de la materia así lo justifique. En dichos casos, la resolución de conflictos se llevará a cabo por otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con respecto a los principios, garantías y plazos del procedimiento administrativo.

			Así encontramos, en primer lugar, la conciliación, mediación y transacción como formas autocompositivas o de colaboración que se guían por principios comunes de voluntariedad y libre disposición, imparcialidad, neutralidad, confidencialidad, flexibilidad, igualdad y transparencia. En todos estos casos, la solución final corresponde a las partes, que pueden llegar a ella por sí mismas, mediante una transacción, o con la intervención y ayuda de un tercero, favoreciendo el arreglo del conflicto a través del intercambio de puntos de vista, en una «composición de intereses», tomando este tercero parte directa en las negociaciones para acercar posturas, caso del mediador, o proponiendo una solución, caso de la conciliación.

			De otro lado, el arbitraje se configura como un medio heterocompositivo de resolución de conflictos en el que la decisión viene impuesta por un tercero. Por común acuerdo de las partes, se acepta someter la decisión controvertida a un convenio arbitral previo que concluye con una decisión vinculante que produce lo que se denomina «efecto de equivalencia jurisdiccional». Ello significa que el arbitraje no es sólo un medio para la resolución de conflictos basado en el ius dispositivum, sino que tal institución pretende obtener los mismos resultados que una sentencia (art. 43 LA y SSTC 43/1988 y 174/1995, entre otras). En Derecho administrativo, el arbitraje se caracteriza por una serie de notas, cuales son: a) el carácter colegiado del órgano decisor; b) el no sometimiento a instrucciones jerárquicas, para asegurar la imparcialidad y objetividad del proceso; c) el hecho de que su actividad se dirige inexorablemente a la resolución de cuestiones disponibles por las partes, más allá de ser una mera propuesta; y, d) el laudo o decisión arbitral es de obligado cumplimiento para las partes y produce efectos de cosa juzgada, alcanzando efectos ejecutivos y desplazando la posibilidad de interponer recurso alguno frente al mismo, salvo causa expresa de nulidad.

			Pese a todo, el laudo arbitral no crea un cuerpo jurisprudencial, por lo que no tiene efectos ejecutivos y sus fundamentos no pueden exceder los límites de la cuestión que enjuiciada. Cabe, asimismo, diferenciar este arbitraje del intento de conciliación que se produce una vez se agota la vía administrativa, ya en la fase judicial del conflicto (ex art. 77 LJCA). En éste, las actuaciones procesales no se suspenden salvo que las partes lo soliciten, pudiéndose alcanzar el acuerdo en cualquier momento, antes del pleito.

			Finalmente, no hay que confundir al arbitraje en el que, al menos, una de las partes es una Administración Pública, con la «actividad administrativa de arbitraje», que es aquella que realiza la Administración Pública cuando decide en conflictos entre administrados sobre derechos privados o administrativos. En este último supuesto, la Administración se sitúa al margen del conflicto y únicamente interviene para ayudar a resolver el conflicto, como sucede con frecuencia en sectores como el de los transportes terrestres o el de la protección de los consumidores y usuarios.
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			3. ENLACES DE UTILIDAD

			— Formularios para la interposición de recursos administrativos ordinarios: http://www.todalaley.com/modelofor1p1.htm

			http://www.interior.gob.es/web/servicios-al-ciudadano/modelos-de-solicitud/recursos

			4. PREGUNTAS CLAVE

			1. Los recursos administrativos: concepto, evolución y funcionalidad.

			2. Las vías de control del acto administrativo: esquema general.

			3. El objeto del recurso: los actos impugnables, y las resoluciones y los actos de trámite cualificados.

			4. Principios y reglas que rigen en la interposición del recurso.

			5. Efectos de la interposición del recurso administrativo.

			6. Los recursos administrativos. Formas procedimentales.

			7. Resolución del recurso administrativo y causas de finalización del procedimiento.

			8. El recurso de alzada.

			9. El recurso potestativo de reposición.

			10. El recurso extraordinario de revisión.

			11. Los recursos administrativos especiales.

			12. La revisión de oficio de las disposiciones y actos nulos.

			13. La declaración de lesividad de los actos anulables de la Administración.

			14. La revocación y la rectificación de errores.

			15. El arbitraje y los medios alternativos de resolución de conflictos.

			5. TEST DE AUTOEVALUACIÓN

			1. Son objeto del recurso administrativo:

			a) Las alegaciones, las denuncias, las reclamaciones de responsabilidad patrimonial y las solicitudes de revisión.

			b) En ocasiones, los actos de trámite no cualificados, como los informes.

			c) Únicamente las resoluciones y los actos de trámite cualificados.

			d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

			2. El recurso de alzada:

			a) Es un recurso facultativo frente a actos que agotan la vía administrativa.

			b) Es un recurso preceptivo frente a los actos que agotan la vía administrativa.

			c) Es un recurso preceptivo frente a actos que no agotan la vía administrativa.

			d) En función del órgano que emite el acto administrativo, podrán ser válidas todas o algunas de las anteriores respuestas.

			3. El recurso de reposición:

			a) Es un recurso ordinario que se interpone facultativamente frente a actos que agotan la vía administrativa.

			b) Es un recurso ordinario que se interpone preceptivamente frente a actos que no agotan la vía administrativa.

			c) Es un recurso ordinario frente a actos de trámite cualificados y actos firmes.

			d) Es un recurso extraordinario, de carácter facultativo.

			4. El recurso extraordinario de revisión procede contra:

			a) Los actos firmes, cuando concurra alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 125 LPAC.

			b) Los actos que no agotan la vía administrativa, por razones extraordinarias.

			c) Todos los actos firmes, aunque actualmente este recurso se encuentra en desuso.

			d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

			5. La reclamación económico-administrativa:

			a) Constituyen la vía administrativa previa y obligada de recurso en materia tributaria cuando se trata de actos de la Administración tributaria estatal o de actos de las Comunidades Autónomas que se refieren a tributos cedidos por el Estado o recargos autonómicos sobre los tributos estatales.

			b) Constituyen la vía administrativa previa de carácter facultativo en el supuesto descrito en la letra anterior.

			c) Tiene carácter potestativo, salvo en el ámbito local, en el que es potestativo para los municipios grandes que contempla el Título X de la LBRL por contar éstos con un órgano especializado (ex art. 137.3 LBRL), y preceptivo para el resto de municipios de régimen común (art. 108 LBRL).

			d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

			6. Señale, de entre las siguientes respuestas, la que le parezca más correcta en relación al procedimiento de revisión de oficio:

			a) Puede ejercitarse sin plazo alguno a iniciativa de la Administración que dictó el acto administrativo.

			b) Puede ejercitarse sin plazo alguno a iniciativa del interesado.

			c) Puede ser ejercida en el plazo de cuatro años a iniciativa de la propia Administración o a solicitud del interesado.

			d) No está sujeta a plazo alguno, pudiéndose ejercer en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud del interesado.

			7. La declaración de lesividad:

			a) Permite a la Administración comparecer ante los Tribunales solicitando la invalidez de su propio acto.

			b) Es un procedimiento en el que el interesado insta a la Administración a que declare la invalidez de un acto dictado por la misma.

			c) Es un procedimiento a extinguir tras la entrada en vigor de la LPAC.

			d) La declaración de lesividad es el nombre que recibe la acción de nulidad en el ámbito de la Administración autonómica.

			8. Señale, de entre las siguientes respuestas, la que le parezca más correcta en relación a la revocación del artículo 109.1 LPAC:

			a) La revocación se puede ejercitar contra actos favorables, por motivos de oportunidad.

			b) La revocación se puede ejercitar contra actos de gravamen o desfavorables, por razones de oportunidad.

			c) La revocación se puede ejercitar contra actos favorables, por motivos de legalidad.

			d) La revocación se puede ejercitar contra actos de gravamen o desfavorables, por razones de legalidad.

			9. La rectificación de errores del artículo 109.2 LPAC:

			a) Permite que, con carácter imprescriptible, la Administración Pública rectifique en cualquier momento, únicamente a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.

			b) Permite que, con carácter imprescriptible, la Administración Pública rectifique en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.

			c) Permite que, con carácter imprescriptible, la Administración Pública rectifique en el plazo de cinco años, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.

			d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

			10. Señale, de entre las siguientes respuestas, la que considere más correcta en relación a la institución del arbitraje en el ámbito del Derecho administrativo:

			a) Es un medio heterocompositivo de resolución de conflictos en el que la decisión viene impuesta por un tercero.

			b) Es un medio autocompositivo de resolución de conflictos, pues la solución final corresponde a las partes, que pueden llegar a ella por sí mismas, mediante una transacción, o con la intervención y ayuda de un tercero.

			c) El arbitraje no está contemplado en el Derecho administrativo español.

			d) Frente a la decisión del laudo arbitral, cabe interponer recurso administrativo.

			V. ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS

			ACTIVIDAD 1: Caso Práctico.

			Supuesto de hecho: con fecha de 29 de abril de 2016, Don M. A. Aurelio, estudiante de Medicina de la Universidad de Granada, recibe una notificación del Alcalde de Granada de 11 de abril del mismo año por la que, además de requerirle para que se abstenga en el futuro de realizar actuaciones similares, se le impone una sanción de 1.500 euros, de acuerdo con el artículo 62 de la Ordenanza de medidas para fomentar y garantizar la convivencia ciudadana en el espacio público de Granada de 21 de octubre de 2001, que califica como grave la conducta que se le atribuye: «consumir bebidas alcohólicas alterando gravemente la convivencia ciudadana». En concreto, se le imputan las conductas descritas en el artículo 63.3 de dicha Ordenanza, acusándole de hacer botellón en un parque público junto con otras personas, a media tarde, deteriorando la tranquilidad del entorno y provocando una situación de insalubridad. Además, se le acusa de exteriorizar dicho consumo de forma denigrante sin respetar a los demás usuarios de ese espacio público, donde se produce la afluencia de menores y adolescentes por estar en la confluencia de varios colegios públicos y otras zonas de ocio.

			Don M. A. Aurelio entiende que no ha tenido la oportunidad de alegar y proponer pruebas que puedan demostrar su inocencia, señalando que se han vulnerado principios esenciales de su defensa, como el de contradicción, tipicidad y proporcionalidad. Ante tal circunstancia, don M. A. Aurelio decide iniciar las actuaciones pertinentes para corregir esta situación, y por ello le pide ayuda para redactar el escrito en defensa de sus intereses.

			Actividad a realizar: redacte el recurso administrativo que considere oportuno en defensa de los intereses de M. A. Aurelio, utilizando cualquiera de los formularios que se le han habilitado o redactando uno propio. Indique el órgano ante el que se debe presentar el recurso y el plazo que tiene para hacerlo, señalando si podría presentar dicho recurso por vía telemática. Consulte la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y cuales otras normas considere pertinentes. A continuación, responda a las siguientes preguntas:

			— ¿Qué plazo tiene el interesado para interponer el recurso administrativo correspondiente? ¿Dicho recurso tiene carácter preceptivo? Motive su respuesta.

			— ¿Tiene M. A. Aurelio que pagar la sanción que se le ha impuesto si interpone el correspondiente recurso administrativo?

			— ¿Qué plazo tiene la Administración para resolver? ¿Qué sucederá en caso de que no resuelva en dicho plazo? ¿Puede el interesado poner algún otro recurso si se produce el silencio administrativo? ¿Y si la Administración resuelve desestimatoriamente?

			— Si transcurriera el plazo para interponer el o los recursos administrativos procedentes, ¿dispondría el interesado de otra posibilidad para revisar el acto administrativo?

			ACTIVIDAD 2: Decir cuáles, de entre los actos que se enuncian a continuación, son recurribles en vía administrativa y cuáles en vía jurisdiccional (1.er cuadro). Decir también qué tipo de recurso procede (2.º cuadro).

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							1

						
							
							Una resolución de un ministro en un procedimiento de expropiación forzosa por la que se dispone la expropiación de una finca a un particular

						
							
							
					

					
							
							2

						
							
							Una resolución de un órgano que ejerce una competencia por delegación (por ejemplo, un concejal-delegado)

						
							
							
					

					
							
							3

						
							
							Una resolución de un órgano desconcentrado (por ejemplo, una Junta Municipal de Distrito)

						
							
							
					

					
							
							4

						
							
							Un acuerdo del Pleno de un Ayuntamiento por el que se acuerda la adjudicación de un contrato administrativo

						
							
							
					

					
							
							5

						
							
							Una resolución de un Ayuntamiento que ejerce una competencia por delegación de la Junta de Andalucía

						
							
							
					

					
							
							6

						
							
							Una resolución de un recurso de alzada

						
							
							
					

					
							
							7

						
							
							Una resolución de un recurso de reposición

						
							
							
					

					
							
							8

						
							
							Una resolución de un recurso extraordinario de revisión

						
							
							
					

					
							
							9

						
							
							Una resolución de una reclamación administrativa previa a la vía jurisdiccional civil

						
							
							
					

					
							
							10

						
							
							El acuerdo por el que se deniega una licencia de apertura

						
							
							
					

					
							
							11

						
							
							Una resolución de una Delegación provincial de la Junta de Andalucía en materia de Dependencia

						
							
							
					

					
							
							12

						
							
							Una resolución dictada hace dos años, habiendo sido condenado el alcalde que la dictó por prevaricación al dictarla

						
							
							
					

					
							
							13

						
							
							Una contestación por la que se decide archivar la solicitud de indemnización de daños por una caída de motocicleta por resbalón por aceite en la vía pública, alegando que no es competencia municipal

						
							
							
					

					
							
							14

						
							
							La falta de resolución ante una petición de indemnización por daños derivados del funcionamiento anormal de un servicio público. No ha sido iniciado expediente administrativo alguno

						
							
							
					

					
							
							15

						
							
							La falta de resolución de un recurso de reposición interpuesto contra una resolución sancionadora

						
							
							
					

					
							
							16

						
							
							Una resolución denegatoria de una licencia notificada cinco años atrás, que se fundamentaba en un error material ahora conocido

						
							
							
					

					
							
							17

						
							
							Un acuerdo por el que se adopta la medida provisional de demolición de un inmueble y el inicio de un procedimiento para la restauración urbanística

						
							
							
					

					
							
							18

						
							
							La resolución denegatoria de una solicitud de abono de sueldo en concepto de trienios de un empleado contratado por un Ayuntamiento

						
							
							
					

					
							
							19

						
							
							La liquidación de un IBI por el Ayuntamiento de Granada

						
							
							
					

					
							
							20

						
							
							La resolución de una sanción por no haber realizado la declaración del IRPF

						
							
							
					

				
			

			ACTIVIDAD 3: Lectura recomendada. Comentario de texto.

			Lea la ponencia escrita del Prof. César Cierco Seira, «Los recursos administrativos en España», presentada al XI Congreso de la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo sobre «Las vías administrativas de recurso a debate». Documento disponible en: http://www.aepda.es/AEPDAPublicaciones-1181-Actividades-Congresos-de-la-AEPDA-XI-CONGRESO-DE-LA-AEPDA.aspx

			A continuación, realice un comentario de texto con los aspectos que más le hayan llamado la atención de dicho trabajo, relacionándolos con los contenidos vistos en clase.
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Tipo de
recurso

Regulacion y objeto

Grgano ante el que se
interpone

Pla cion

2o de interpos

Plazo de
resolucion

Sentido del
silencio

En su caso, recurso
procedente

Recurso
extraordi-
nario de
revision

Recurso
extraordi-
nario de re-
vision por
error de he-
cho, causa
1

Articulo 125

Articulo 125, letra a):
que al dictar el acto ad-
ministrativo se hubiera in-
currido en error de hecho,
que resulte de los propios
documentosincorporados
al expediente.

Recurso
de revision

por causas
2%a

LPAC. Su
finalidad es
corregir una
injusticia
manifiesta
en que haya
podido in-
currir el acto
administra-
tivo. Debe
fundarse en
motivos ta-
sados y solo
puede dir
girse frente a
actos que ya
son firmes.

Articulo 125, letras: b)
Que aparezean documen-
tos de valor esencial para
la resolucién del asunto
que, aunque sean poste-
riores, evidencien el error
de la resolucion recur:
da; ¢) Queenla resolucién
hayan influido esencial-
mente documentos o testi-
monios declarados falsos
por sentencia judicial fir-
me, anterior o posterior
a aquella resolucion, y d)
Que la resolucion se hu-
biese dictado como conse-
cuencia de prevaricacion,
cohecho, violencia, ma-
quinacién fraudulenta u
otra conducta punible y se
haya declarado asi en vir-
tud de sentencia judicial
firme.

Corresponde resolver el
recurso de revision al
mismo érgano que dicté
el acto recurrido, que
puede adoptar la inad-
mision sin recabar infor-
me del Consejo de Esta-
do u érgano consultivo
autonémico, cuando el
recurso no se funde en
ninguna de las causas
previstas o se hubiesen
desestimado en cuanto
al fondo otros recursos
sustancialmente  iguales
(art. 126 LPAC).

Plazo maximo de cua-
tro afios siguientes a la
fecha de la notificacion
de la resolucién impug-
nada cuando se trata de
la causa primera (error
de hecho).

Tres meses a contar
desde el momento en el
que se tiene conoci-
miento de los docu-
mentos o desde que la
sentencia judicial de-
viene firme.

El plazo para
resolver el re-
curso es de tres
meses.

Desestimatorio.

Contra la desesti-
macion expresa o
presunta cabe in-
terponer  recurso
contencioso-ad-
ministrativo, pero
basindose tnica-
‘mente en los moti-
vos tasados del
recurso extraordi-
nario de revision.

El 6rgano al que
corresponde co-
nocer del recurso
extraordinario de
revision debe pro-

sobre la proceden-
cia del recurso,
sino, en su caso,
sobre el fondo de
la cuestion resuel-
ta por el acto re-
currido.
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Tabla 2. Revision y control, de oficio, de los actos y disposiciones administrativos (2/3)

Tipo de actuacion

Caracteristica y resultado

C’)rgano competente: en el caso de la AGE, articulo 111 LPAC; en el caso de las Comunidades Autonomas, lo que
dispongan sus respectivas Leyes; y, respecto a los Entes Locales, es competente el Pleno del Ayuntamiento, segiin
los articulos 4.1.), 53y 110 LBRL.

La declaracion de nulidad de pleno derecho tiene efectos ex nunc en relacion a las consecuencias que hubiera
podido producir el acto o la disposicion. Iniciado de oficio, el transcurso de seis meses sin dictarse resolucion
producira la caducidad. Si se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podra entender la misma desestimada
por silencio administrativo (art. 106.5 LPAC).

El administrado podra instar la revision de oficio, en los términos previstos en el articulo 106.1 LPAC, cuando
se han dejado pasar los plazos para interponer otro recurso, pudiendo solicitar una indemnizacion en los casos
en que fuera pertinente, conforme al articulo 67 LPAC. El silencio negativo transcurridos tres meses desde que se
insté dicha solicitud.

Declaracion de
lesividad (art.
103 LPAC)

Actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el articulo 48 LPAC. La
declaracion de lesividad para el interés piblico por parte de la Administracion es previa a la impugnacion ante
la jurisdiccion contencioso-administrativa (art. 107.1 LPAC) o la jurisdiccion social (art. 151.10 LJS). En estos
otros casos, la Administracién comparece ante los Tribunales solicitando la invalidez de su propio acto, por
lo que no supone una forma de revision administrativa.Los presupuestos vienen recogidos en el articulo 107
LPAC, siendo los actos anulables del articulo 48 LPAC, favorables para el interesado pero lesivos para el interés
publico.

La declaracion de lesividad no podra adoptarse una vez transcurridos cuatro afios desde que se dict6 el acto ad-
ministrativo (art. 107.2 LPAC) y exigira la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo.
El plazo para resolver el procedimiento de lesividad es de seis meses desde su iniciacion, transcurrido el cual se
produce la caducidad del mismo. Si el acto proviene de la Administracion General del Estado o de las Comuni-
dades Autonomas, la declaracion de lesividad se adoptara por el érgano de cada Administracion competente en
la materia; mientras que, si el acto proviene de las entidades que integran la Administracion local, la declaracion
de lesividad se adoptara por el Pleno de la Corporacion o, en defecto de éste, por el 6rgano colegiado superior
de la entidad.
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Tubla 1. Control de los actos y disposiciones administrativos a instancia del interesado: os recursos y reclamaciones administrativos (314)
Tipo de Regulacion y objeto Organo ante el quese [ by ierposicion Plazo de Sentido del | En su caso, recurso
recurso interpone resoluciin silencio procedente
Tributos estatales, articu-
los 225 a 225 LGT, contra
los actosde la Administra- | po o opoive- deberd inter-
cion tributaria susceptibles s
de reclamacion economi- | POTETSe: €n su caso. con
e cardcter previo a la recla-
co-administrativa y los ac- | 4! el
tos de gestion, liquidacion, | Macton . economico-ad- Reclamacién eco-
recaudacion e inspeccion | TUMSIAtva: némico-adminis-
de tributos e ingresos de trativa
Derecho pablico. El plazo para la inter-
posicion de este recurso
Potestativo: para los mu- de reposicién seré deun
Tributos locales, articulo | nicipios grandes que con- mes contado a_parti
14.2 LRH, contra los ac- | templa el Titulo X de la del dia siguiente al de la
tos de aplicacion y efec- | LBRL, por contar éstos notificacion del acto re- | FOT SU Parte. la
tividad de los tributos y | con un érgano especiali- currible o del siguiente | Administra-
restantes ingresos de de- | zado para resolver las re- a aquel en que se pro- | ion disponede Recurso contencio-
Recurso de | ecyg piblico de las enti- | clamaciones economico- o duzean los efectos del | U mes desde so-administrativo,
reposicion | e ocalos administrativas (art 1373 | Ante el mismo 6rgano | 2640 108 W08 06| o) dia siguiente | oo, | sin perjuicio de los
previoa la LBRL), que los dicto. shencis administn |a la presenta- supuestos en los
REA e de vomcimionto,pe. | ion del recur- que la ley prevé la
riédico y notificacién so, para dictar |n|erpo_s|c|6n de re-
colectiva, el plazo para | Y notficar la clamaciones econd-
Preceptivo para interpo- Ta interposicion se com- | T¢sO1CIon- mico-administrati-
ner la reclamacién eco- putard a partir del dia Yas contea aclos
Tributos locales, articulo | némico-administrativa: siguiente al de finaliza- dictados en via de
14.2 LRH, contra los ac- | para el resto de munici- cién del periodo volun- gestion de los tribu-
tos de aplicacion y efecti- | pios de régimen coman tario de pago. tos locales, en cuyo
vidad de los tributos y | (art. 108 LBRL), de me- caso, cuando los
restantes ingresos de de- | nor poblacién, siendo el actos hayan sido
recho piiblico de las enti- | érgano competente para dictados por una
dades locales. resolver el recurso el mis- entidad local, el
mo que ha dictado el presente recurso de
acto administrativo, reposicion serd prs-
vioa la reclamacion
cconomico-admi-
nistrativa.






OEBPS/image/p94.jpg
Tabla 1. Control de los actos y disposiciones administrativos a instancia del interesado: los recur:

v reclamaciones administrativos (114)

Tipo de
recurso

Regulaciin y objeto

Organo ante el que se
interpone

Plazo de interposicid

Plazo de
resolucion

Sentido del
silencio

En sucaso, recurso
procedente

alzada

Articulos 121 y 122 LPAC. Actos administrativos que
1o pongan fin a la via administrativa, ya sean expre-
505 0 presuntos. Hablaremos de alzada impropia, ante
actos de los drganos superiores de organismos depen-
dientes de una administracion territorial que ponen
fin a la via administrativa y son recurribles ante 6r-
ganos de la administacion matriz. También son recu-
rribles en alzada ante la administracion delegante los
actos dictados por las administraciones en el ejercicio
de funciones delegadas.

Anteel érgano superior
jerarquico del que lo
dictd, o ante el especifi-
camente designado por
las normas en el caso de
las alzadas impropias.
Las resoluciones admi-
nistrativas que se dicten
por delegacion, se con-
sideran dictadas por el
organo delegante (art.
9.4 LRISP). En todo
caso, el recurso puede
presentarse ante el or-
gano que dictd el acto
que se impugna para
que éste lo remita al or-
gano competente para
resolverlo en el plazo
de diez dias, con su in-
forme y una copia com-
pleta y ordenada del
expediente.

Un mes, si el acto que
se recurre fuera expre-
so, plazo que debe
computarse desde la
notificacion o, en su
defecto, la publicacion
del acto. Transcurrido
dicho plazo sin haberse
interpuesto el recurso,
la resolucion sera firme
a todos los efectos.

El plazo para
dictar y notifi-
car la resolu-
cién es de tres
meses.

Transcurrido  este
plazo sin que re
caiga  resolucion,
se entenderd deses-
timado, salvo en el
supuesto del ar-
ticulo 24.1 LPAC
(parrafo  tercero).
Es decir, cuando se
interpone  contra
un acto presunto

cién por silencio
de una solicitud).
En este supuesto,
se invierte Ia regla
general y el silen-
cio, por ser doble,
se considera posi-
tivo, salvo las ex-
cepciones conteni-
das en el articulo
24.1 LPAC.

La resolucién del
recurso de alzada
pone fin a la via
administrativa y la
desestimacién pre-
sunta permite la
impugnacion del
acto en via conten-
cioso-administrati-
va.En caso contra-
tio, el acto deviene
firme. Contra la
resolucion del re-
curso de alzada no
cabe otro recurso
administrativo,
salvo recurso ex-
traordinario de re-
vision, en los casos
estipulados del
articulo 125.1
LPAC.

Recurso
potestativo
de reposi-
cion

Articulos 123 y 124 LPAC. Puede interponerse, con
caracter facultativo, contra los actos que ponen fin a
la via administrativa.

Ante el mismo 6rgano
que los dicté,

Un mes desde la notifi-
cacion o publicacion, si
el acto que se impugna
fuera expreso. Si el acto
fuera presunto, en cual-
quier momento una vez
producidos los efectos
delsilencio administrati-
vo. Transcurridos dichos
plazos, tnicamente po-
dré interponerse recurso
contencioso-administra-
tivo, sin perjuicio, en su
caso, de la interposicion
del recurso extraordina-
rio de revision.

El plazo maxi
mo para dictar
y notificar la
resolucion del
recurso es de
un mes. Mien-
tras no sea re-
suelto, o trans-
curra el plazo
maximo  para
resolver, no se
podra interpo-
ner recurso con-
tencioso-admi-
nistrativo.

Desestimatorio.

Contra la resolu-
cién que pone fin al
recurso de reposi-
cién, no podra in-
terponerse un nue-
YO recurso, por ser
un acto firme en
via administrativa.
Solamente cabe in-
terponer recurso ex-
traordinario de re-
vision en los casos
tasados, o bien,
como es mis co-
min, recurso con-
tencioso-adminis-
trativo.
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Tabla 2. Revision y control, de oficio, de los actos y disposiciones administrativos (3/3)

Tipo de actuacion

Caracteristica y resultado

Revocacion (art.

109.1 LPAC)

Las Administraciones Piblicas podran revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripcion, sus actos
de gravamen o desfavorables, siempre que no constituya dispensa o exencion no permitida por las leyes, ni sea
contraria al principio de igualdad, al interés publico o al ordenamiento juridico (art. 109.1 LPAC). La revocacién
puede operar por motivos de anulabilidad o de oportunidad frente a actos desfavorables o de gravamen. La revo-
cacion de los actos favorables por motivos de oportunidad, en rigor, tendria naturaleza expropiatoria, de ahi la
excepcionalidad con la que debe ser regulada.

Rectificacion
de errores (art.
109.2 LPAC)

Las Administraciones Piblicas podran rectificar, en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesa-
dos, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos (art. 109.2 LPAC). Al hablar de errores
materiales, nos referimos a aquellos que no implican una nueva calificacion juridica que suponga un cambio fun-
damental en el sentido del acto (STS de 9 de mayo de 1988). No pueden basarse en juicios o criterios valorativos
ni consistir en una operacion de calificacion juridica, pues resulta una realidad evidente, palpable, al margen de lo
opinable, donde concurren equivocaciones elementales de nombres, fechas, operaciones aritméticas, o transcrip-
ciones de documentos. El error debe tener en cuenta exclusivamente los datos del expediente administrativo, debe

ser patente y claro, sin necesidad de acudir a interpretaciones de normas juridicas aplicables.
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Tubla 1. Control de los actos y disposiciones administrativos  instancia del interesado: los recursos y reclamaciones administrativos (414)

Tipo de
recurso

Plazo de Sentido del | En su caso, recurso
resolucion silencio procedente

Organo ante ol que se

Regulacion y objeto P
“ ¥ 0% interpone

Plazo de interposicion

Reclamacion

Articulos 226 248 LGT:
via administrativa previa
y obligada de recurso en
materiatributaria cuan-
do se trata de actos de la

Tribunales Econdmico-
Administrativos (centra-
les, regionales y locales
de Ceuta y Melilla),
como 6Grganos del Min- Un afio, en el
siterio de Hacienda e in- procedimiento

Cardcter preceptive

i Adminis tributa- <! it o Un mes, desde la notifi- . .
econdmico- [ AN U acudir a la jurisdiccion | tegrados por funcionarios Rty general, y seis | . Recurso Contencio-
o tia estatal o de actos de " o B cacion del acto impug- Des senss
administra- | | o6 actos €| contencioso-administra- | piblicos, pero separados meses, en el pro- so-administartivo.

! las Comunidades Auto- ; nado. =
tiva g tiva, de los Grganos de ges- cedimiento abre-
nomas que se refieren a = ‘
ti6n, inspeccion y recau- viado.

tos estatales.

tributos cedidos por el
Estado o recargos auto-
némicos sobre los tribu-

dacion de tributos (art.
83.2 LGT) y que actlian
con independencia fun-
cional (art. 228.1 LGT).

Tabla 2. Rev

n y control, de oficio, de los actos y disposiciones administrativos (1/3)

Tipo de actuacion

Caracteristica y resultado

Revision de
1 | oficio (art. 102.1
LPAC)

Razones estrictas de legalidad. Presupuestos que se deben cumplir (actos administrativos y disposiciones gener:
les):

— Actos que pongan fin a la via administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo (actos firmes);

— Tanto respecto de actos favorables como de gravamen;

— No esta sujeta a plazo y se puede instar en cualquier momento, por iniciativa propia, o a solicitud del intere-
sado, en cuyo caso se habla de accion de nulidad. Cuando el procedimiento se inicia a instancia de la Administra-
cion, se podra acordar la suspension del acto administrativo (art. 117 LPAC);

— Actos nulos de pleno derecho (art. 47.1 LPAC). En cualquier momento, pero inicamente de oficio y previo dic-
tamen favorable del Consejo de Estado u 6rgano consultivo autonémico equivalente, se podra declarar la nulidad
de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el articulo 47.2 LPAC;

— Es preceptivo el tramite de audiencia del interesado, segun la jurisprudencia;

— Es necesario el previo dictamen favorable del Consejo de Estado u érgano consultivo equivalente de las Comuni-
dades Autonoma. La resolucion de inadmision que pone fin al procedimiento de revision puede ser recurrida en via
contencioso-administrativa y se limitara, en su caso, a instar a la Administracion a que tramite este procedimiento.
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